En la ciudad de Mar del Plata, a los 28 días del mes de octubre del año dos mil ocho, reunida la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en dicha ciudad, en Acuerdo Ordinario, para pronunciar sentencia en la causa P-270-BB1 “FISCO DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES c. PAVLOV NICOLAS BASILIO s. APREMIO PROVINCIAL”, con arreglo al sorteo de ley cuyo orden de votación resulta: señores Jueces doctores Sardo y Riccitelli, y considerando los siguientes:

ANTECEDENTES


I. El titular del Juzgado de Primera Instancia en lo Contencioso Administrativo N° 1 del Depto. Judicial de Bahía Blanca, dictó sentencia rechazando la excepción de incompetencia planteada por el demandado (art. 9 inc. a) de la ley 13.406) y mandando llevar adelante la ejecución promovida por el Fisco Provincial por la suma de pesos siete mil trescientos sesenta y siete con cincuenta centavos ($ 7.367,50), con más los intereses prescriptos por el art. 95 del Código Fiscal, desde la interposición de la demanda hasta el efectivo pago. Impuso las costas a la accionada vencida y difirió la regulación de honorarios para su oportunidad (fs. 48/49). 


II. La demandada interpuso recurso de apelación fundado contra dicho pronunciamiento (fs. 52/59), el que  fue concedido por el a quo a fs. 61, ordenando correr traslado de sus fundamentos a la contraria, quien no ejerció su derecho a réplica. En virtud de ello se le dio por perdido el derecho dejado de usar y se dispuso la elevación de la causa a la Alzada (fs. 62).


 III. Las actuaciones fueron recibidas en la Excma. Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en La Plata (fs. 62 vta.), y luego remitidas a este Tribunal de conformidad con lo dispuesto por la Resolución N° 24/2008 de la Suprema Corte de Justicia Provincial (fs. 63).


 VI. Declarada la admisibilidad formal del recurso de apelación interpuesto mediante resolución de esta Cámara de fs. 70, la que se encuentra firme (cfr. cédula de fs. 71), y puestos los autos para resolver, corresponde plantear la siguiente

CUESTION


¿Es fundado el recurso interpuesto a fs. 52/59?


A la cuestión planteada, la señora Juez doctora Sardo dijo:


I.1. El Sr. Juez de Primera Instancia en lo Contencioso Administrativo N° 1 del Depto. Judicial de Bahía Blanca, dictó sentencia rechazando la excepción de incompetencia planteada por el demandado (art. 9 inc. a) de la ley 13.406) y mandando llevar adelante la ejecución promovida por el Fisco Provincial por la suma de pesos siete mil trescientos sesenta y siete con cincuenta centavos ($ 7.367,50), con más los intereses prescriptos por el art. 95 del Código Fiscal, desde la interposición de la demanda hasta el efectivo pago. Impuso las costas a la accionada vencida y difirió la regulación de honorarios para su oportunidad (fs. 48/49).


Al exponer los motivos que lo llevaron a rechazar la excepción de incompetencia intentada a fs. 25/28, el a quo ponderó que se acreditó en autos que se encuentra en pleno trámite por ante el Juzgado de Primera Instancia en lo Civil y Comercial N° 5 del Departamento Judicial de Bahía Blanca la quiebra del demandado.


No obstante ello, señaló que del informe agregado a fs. 31 se desprende que la quiebra del accionado fue decretada el 9-XII-1999, por lo que resulta ser anterior al período de deuda más antiguo que se detalla en el título ejecutado, obrante a fs. 4 (01/2001).


Seguidamente, apuntó que el principio concursal de universalidad previsto en el régimen falencial sufre limitaciones, entre las que se encuentra la exclusión de los acreedores posteriores a la declaración de quiebra, los cuales, en virtud de lo establecido por el art. 104, párrafo segundo, de la ley 24.522 no pueden ingresar al proceso ni aspirar a la concurrencia para cobrar sobre el activo de la quiebra. 


Con base en las premisas expuestas, el a quo concluyó que el fuero de atracción no opera respecto de la deuda por impuesto inmobiliario reclamada por el Fisco Provincial ya que su causa es posterior a la sentencia de quiebra. 


2. En su memorial de agravios de fs. 52/59, el accionado puso de resalto, en primer orden de ideas, que los acreedores posteriores a la presentación en concurso preventivo del deudor podrán insinuarse por la vía incidental.


Manifiesta que la ley 24.522 dispone que las verificaciones tardías pueden promoverse -estando pendiente el concurso- por las reglas del incidente concursal, o bien, una vez dictada la resolución del art. 59 primera parte de la citada ley, por acción individual.


Afirma que, siendo competente en ambas hipótesis el Juez del concurso en virtud del fuero de atracción ejercido por el proceso universal, corresponde hacer lugar a su planteo de incompetencia.


Apunta, además, que en el presente caso el procedimiento falencial del Sr. Pavlov no ha concluído, por lo que existe la posibilidad de acudir por la vía incidental o por acción individual, pero nunca fuera de la jurisdicción concursal.


Destaca que el art. 21 de la ley 24.522 regula los efectos del concurso respecto de juicios seguidos contra el concursado, “...siendo como principios liminares la suspensión de los ya iniciados y la prohibición de deducir nuevas acciones de contenido patrimonial...” (textual, ver fs. 53 vta.).


Sostiene que el sometimiento a la jurisdicción del juez del concurso tiene base en distintos principios generales que rigen la materia -entre los que pone de relieve el de universalidad, colectividad e igualdad de los acreedores-, por lo que estima que “...todos los acreedores deben concurrir a la sede concursal...” (textual, ver fs. 54).


Cita doctrina que estima favorable al acogimiento de su defensa de incompetencia, recalcando la importancia de la etapa verificatoria del concurso y la necesidad de dar al juez concursal las herramientas para tener un control efectivo de todas aquellas cuestiones que puedan afectar el patrimonio del deudor.


Considera que excluir a las deudas posconcursales del conocimiento del juez del proceso falencial afecta el orden público, perjudicando a la masa de acreedores.


Sostiene que la radicación de los juicios ante el juez concursal es la contracara de la suspensión, pues produce el desplazamiento de la competencia de los jueces singulares al juez universal, articulando la competencia de este último sobre todas las pretensiones patrimoniales en contra del deudor.


Señala que no existe artículo en la ley 24.522 que expresamente excluya del fuero de atracción a las deudas posconcursales.


Estima que llevar todas las causas de índole patrimonial que afecten la propiedad del deudor (fallido o concursado) al Juez concursal, ya sea por verificación del art. 36 o art. 200 de la L.C., por vía incidental o por acciones individuales, otorga seguridad, orden y prolijidad a un proceso que no es simple, afirmando que para evitar desarreglos y confusiones, el instituto del fuero de atracción debe tomar más fuerza. 


Argumenta que, por las razones expuestas, debe admitirse la excepción de incompetencia planteada, siendo el Juez concursal quien debe decidir en estas actuaciones.


Se agravió luego de la aplicación de intereses al crédito cuyo cobro pretende el Fisco y que fueran reconocidos en la sentencia, sosteniendo que la declaración de quiebra suspende su curso, lo que incluye recargos y multas que puedan corresponder a cierto tipo de créditos como los impositivos, y por tal razón considera que debe dejarse sin efecto el monto reclamado por aquel concepto.


Finalmente, solicitó a esta Alzada que en virtud de los fundamentos expuestos en su recurso ordene el levantamiento del embargo trabado sobre el inmueble que identifica, dejándose sin efecto la medida cautelar otorgada en autos, con costas a la contraria.


Por último, peticionó el íntegro rechazo de la demanda instaurada en su contra, con expresa imposición de costas a la parte actora. 

     II. Estimo que el recurso no puede tener acogida.


Luego de una detenida lectura del fallo en crisis y del memorial de fs. 52/58, no resulta difícil advertir que el epicentro de la discusión traída ante este Tribunal radica en determinar si el presente proceso se encuentra alcanzado por la vis attractiva que ejerce la quiebra del accionado.


El art. 21 de la Ley 24.522 establece que la apertura del concurso produce, a partir de la publicación de edictos, la suspensión del trámite de los juicios de contenido patrimonial contra el concursado por causa o título anterior a su presentación, y su radicación ante el juzgado del concurso, no pudiendo deducirse nuevas acciones con fundamento en tales causas o títulos.


El mencionado precepto, en su párrafo segundo, excluye del fuero de atracción a los procesos de expropiación, los fundados en relaciones de familia, las ejecuciones de garantías reales, los procesos de conocimiento en trámite y los juicios laborales -salvo que el actor opte por suspender el procedimiento y verificar su crédito conforme lo dispuesto por el art. 32 y concordantes- y, finalmente, los procesos en los que el concursado sea parte de un litisconsorcio pasivo necesario.


Ratificando la necesidad de que los créditos sean anteriores al proceso concursal, el art. 32 de la Ley 24.522 dispone que “todos los acreedores por causa o título anterior a la presentación y sus garantes, deben formular al síndico el pedido de verificación de sus créditos, indicando monto, causa y privilegios”.

Así, abierto el concurso preventivo, los titulares de créditos de causa o título anterior a la presentación concursal quedan sometidos, con los límites establecidos en el segundo párrafo del art. 21, al ineludible proceso de verificación de créditos (art. 32 de la ley 24.522) y, en orden a los principios de igualdad de trato y colectividad, quedan imposibilitados para perseguir la percepción de sus créditos mediante acciones individuales y eludiendo el régimen del proceso concursal (doct. S.C.B.A., causa Ac. 93.675 “Fisco de la Provincia de Buenos Aires contra Havanna S.A. s. Apremio”, sent. del 14-XII-2005).      


Al regular los efectos de la declaración de quiebra, el art. 132 del ordenamiento en cuestión dispone que ésta trae aparejados los mismos efectos atractivos que el concurso, con las limitaciones fijadas en el citado artículo 21.


Como se desprende de la normativa reseñada, los créditos cuya causa o título sea posterior al inicio del proceso falencial quedan excluídos de su régimen.


Ahora bien, debe entenderse por “causa” el hecho, acto o relación jurídica fundamental en virtud de la cual se creó el título base del reclamo (argto. arts. 499 y siguientes del Código Civil).


Tal es el sentido de la palabra “causa” en los arts. 21 y 32 de la Ley concursal 24.522, refiriéndose específicamente a la “causa fuente” y no a la “causa fin” del negocio jurídico. Quien pretende verificar un crédito debe, por ende, indicar cuál es su antecedente, de dónde nace la obligación (argto. Cámara de apelaciones en lo Civil y Comercial del Depto. Judicial Mar del Plata, Sala II, in re “Martín”, res. del 6-09-2007).


En el caso de marras, el hecho que hace surgir la deuda cuyo cumplimiento persigue el actor resulta ser la falta de pago de los períodos del impuesto inmobiliario detallados en el título ejecutivo de fs. 4. 
Del examen del instrumento base del presente apremio, surge que el primero de los períodos allí consignados corresponde al inicio del año 2001 (01/2001), en tanto la quiebra del Sr. Pavlov fue declarada el 9-XII-1999 (ver informe de fs. 31).  


Merced a lo expuesto, el derecho invocado por el Fisco Provincial es de naturaleza posconcursal y, por ende, el presente proceso se halla excluído del fuero de atracción ejercido por la quiebra del demandado (argto. arts. 21, 32, 132 y concordantes de la ley 24.522). 


La posibilidad de verificar un crédito una vez vencido el plazo fijado por la sentencia de apertura concursal (verificación tardía) para nada altera la necesidad de que aquél encuentre su causa en un acto, hecho o relación jurídica anterior al concurso o, en su caso, a la quiebra (argto. arts. 21, 32, 56, 132 y concordantes de la ley 24.522; v. Rouillon, Adolfo A. N., “Régimen de Concursos y Quiebras”, 2007, Ed. Astrea, p. 162/163).


El incidente de verificación tardía no importa más que una nueva oportunidad para que el acreedor preconcursal obtenga el reconocimiento de su crédito, mas de ninguna manera autoriza a ignorar la manda contenida en los arts. 21, 32 y 132 de la Ley 24.522, en cuanto exigen que el nacimiento del derecho insinuado sea anterior al proceso falencial.


Finalmente, sólo resta señalar que, al encontrarse  excluído el presente apremio del fuero de atracción que ejerce la quiebra del accionado, la competencia del juez contencioso administrativo se impone por expreso mandato legal (art. 2 inc. 8° del C.P.C.A.).

 
Como corolario de lo anterior, el agravio planteado en torno a la suspensión del curso de los intereses resulta inatendible, y –asimismo- deviene improcedente el pedido de levantamiento de la medida cautelar formulado por el accionado ante esta Alzada.


He de proponer entonces al Acuerdo, rechazar el recurso de apelación intentado a fs. 52/59 y, por lo tanto, confirmar la sentencia de fs. 48/49, con costas de Alzada en el orden causado por no mediar contradicción (arg. art. 68 del C.P.C.C.; art. 25 ley 13.406).     


Voto en consecuencia por la negativa.

El señor Juez doctor Riccitelli, por idénticos fundamentos a los brindados por la doctora Sardo, vota la cuestión por la negativa.

De conformidad a los votos precedentes, la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en Mar del Plata, dicta la siguiente: 

SENTENCIA

1. Rechazar el recurso de apelación interpuesto a fs. 52/59 por la demandada y confirmar la sentencia de fs. 48/49. Costas de Alzada en el orden causado por no mediar contradicción (arts. 68 del C.P.C.C. y 25 de la ley 13.406).

2. Difiérese la regulación de honorarios para su oportunidad (art. 31 del Dec. ley 8904/77).

Regístrese, notifíquese y devuélvanse las actuaciones al juzgado de origen por Secretaría. Fdo: Elio Horacio Riccitelli – Adriana M. Sardo – María Gabriela Ruffa, Secretaria
